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ASUNTO

Resuelve la Sala la solicitud presentada por la doctora Yolanda Prado, Fiscal 23 Delegada ante la Unidad de Justicia y Paz de excluir del procedimiento especial previsto en la Ley 975 de 2005, al postulado IVÁN DARÍO CAÑAS CHÁVEZ, alias “Cristian Camilo”. 
IDENTIDAD DEL POSTULADO

IVÁN DARÍO CAÑAS CHÁVEZ, nació el 1º de febrero de 1984 en el municipio de Planadas (Tolima); identificado con la cédula de ciudadanía número 80.881.491 de Bogotá; hijo de Héctor Cañas Soto y Nimia Chávez Castro; grado de escolaridad, Bachillerato; estado civil soltero. 

Ingresó al comando conjunto central de las FARC, columna móvil “Héroes de Marquetalia”, el 4 de agosto de 1998,  grupo en el que se identificaba con el alias de “Cristian Camilo”.

ANTECEDENTES 
1. El señor CAÑAS CHÁVEZ se desmovilizó voluntaria e individualmente el 25 de septiembre de 2003, calidad adquirida mediante certificado expedido por el Comité Operativo para la Dejación de Armas, CODA, mediante acta 1918-03 del 1 de octubre de 2003; fue postulado por el Gobierno Nacional el 3 de noviembre de 2010, mediante lista de postulados a la Fiscalía General de la Nación incluida en el oficio 36524 del Ministerio de Interior y Justicia, la cual contenía los nombres de 33 personas, entre ellos, el señor IVÁN DARÍO CAÑAS CHÁVEZ.

2. Recibida la lista enviada por el Gobierno Nacional, la Fiscalía escuchó en  entrevista a CAÑAS CHÁVEZ el 11 de abril de 2011, en la cual indicó estar condenado por el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Florencia (Caquetá), a la pena de 400 meses de prisión, por los delitos de secuestro extorsivo, secuestro extorsivo agravado, hurto calificado y porte ilegal de armas a título de autor, por hechos ocurridos el 17 de octubre de 2005. 
En el desarrollo de la misma entrevista, confesó varios hechos como atribuibles a la organización armada ilegal, de la cual fue integrante activo, entre ellos: 

· Homicidio del señor Javier, alias “Nuca de Loro” y de la señora Yesenia, ocurridos en la vereda el Paraíso, sitio conocido como Lagunita, municipio de Planadas (Tolima), en marzo de 2003. 

· Homicidio del señor “Iván”, hechos sucedidos en la Vereda La Cumbre, municipio de Planadas, en los primeros meses del año 2004. 

· Homicidio del señor Einer o Enier Mayorga, en marzo de 2003, hechos ocurridos en el barrio Osorio del Municipio de Planadas. 

· Homicidio del señor Juán Malagón, ocurrido en la Vereda San Isidro del Municipio de Planadas, a mediados del año 2003.  

· Homicidio del señor Pablo Emilio Parra, propietario de la emisora “Planadas Cultura Estéreo”, el 21 ó 23 de julio de 2001, en el Municipio de Planadas. 

· Homicidio de alías “Julián”, ex miliciano de las FARC, el 12 de agosto de 2001. 

· Reclutamiento ilícito del joven Wellington Gómez de 14 años de edad, en  el año 2003, en la vereda San Francisco, Municipio de Planadas. 
· Desplazamiento forzado del señor Gustavo Charry, hecho sucedido en la Vereda San Francisco, municipio de Planadas, a mediados del año 2003. 
3. La Unidad de Justicia y Paz de la Fiscalía General de la Nación procedió a emplazar a las víctimas indeterminadas por las actuaciones del señor IVÁN DARÍO CAÑAS CHÁVEZ, como miembro activo de las FARC, lo cual se cumplió según publicación del 25 de mayo de 2011 hecha en un periódico de amplia circulación nacional.
4. Los días 31 de mayo, 28 y 30 de junio, 1º de julio de 2011, el postulado IVÁN DARÍO CAÑAS CHÁVEZ, rindió versión libre ante la Fiscal 23 Delegada ante la Unidad de Justicia y Paz, en la cual ratificó su voluntad de permanecer en el proceso de Justicia y Paz, prometiendo cumplir con los requerimientos de la Ley 975 de 2005. 
5. En la diligencia del 1º de julio de 2011, el postulado CAÑAS CHÁVEZ, confesó su falsa desmovilización y afirmó, que lo hizo para cumplir una misión que le había sido delegada por las FARC, la cual consistía en realizar operaciones de inteligencia sobre los desmovilizados para entregarlos a la misma organización. 

En la misma diligencia indicó varios hechos cometidos por las FARC,  afirmando que tuvo conocimiento de los mismos con antelación a su ocurrencia, y que si bien no hizo nada para evitarlos, él no participó en la ejecución de éstos. 

6. Posteriormente, en diligencia de versión libre realizada en el 5 de septiembre de 2011, el postulado amplió el relato de los hechos confesados en versión anterior, y manifestó que le “chiviaron papeles” con su hermano Didier -miembro activo de la misma organización-, con el fin de obtener la certificación CODA que le otorgaba la calidad de desmovilizado. 

Lo anterior con el fin de llevar a cabo la misión que le fue encomendada, esto es, infiltrarse en el SENA y en los refugios de desmovilizados, para investigar a quienes se encontraban en estos programas de reinserción. Señaló que burló las autoridades de Justicia y Paz para cumplir su misión, y que para ello recibió de las FARC la suma de 4 millones de pesos, destinados para su manutención en Bogotá, dinero que destinó a la compra de una tienda.
7. Establecido lo anterior, el 5 de marzo de 2013, la Fiscal 23 Delegada ante la Unidad de Justicia y Paz, radicó ante la Sala de Conocimiento de Justicia y Paz del Tribunal Superior Bogotá, la solicitud de exclusión del postulado IVÁN DARÍO CAÑAS CHÁVEZ. 
LA SOLICITUD DE EXCLUSIÓN

LA FISCAL DELEGADA: 

En audiencia pública celebrada el pasado 22 de abril, la Fiscal 23 Delegada, solicitó la exclusión del procedimiento especial previsto en la Ley 975 de 2005 del postulado IVÁN DARÍO CAÑAS CHÁVEZ, al considerar que se dan las condiciones contempladas en el artículo 5 numerales 2, 3 y 5 de la Ley 1592 de 2012, mediante la cual se modificó la Ley 975 de 2005, por las siguientes razones: 

(i) El señor IVÁN DARÍO CAÑAS CHÁVEZ, en realidad nunca se desmovilizó, pues en diligencia de versión libre el mismo postulado afirmó que él, junto con su hermano Didier, llegaron a la ciudad de Bogotá enviados por la misma organización guerrillera, con la misión de localizar a los desmovilizados que estaban haciendo operativos con la fuerza pública en contra de las FARC.
(ii) El postulado CAÑAS CHÁVEZ, no tiene la condición de tal, puesto que no ha recibido una nueva certificación del CODA y la primera la obtuvo con engaños y falsedades, con el fin de infiltrarse en el proceso de Justicia y Paz, para realizar labores de inteligencia y obtener información de verdaderos desmovilizados, información que luego entregaría a la organización de las FARC. 

El postulado ha desconocido los lineamientos legales de la figura de la desmovilización armada, establecidos por la Ley 782 de 2002, el Decreto Reglamentario 128 de 2003 modificado por el Decreto 1056 de 2008, puesto que ha mentido sobre sus intenciones, burlado la autoridad con la única intención de buscar certificación del CODA, para cumplir una misión encomendada por las FARC.
(iii) El señor CAÑAS CHÁVEZ no cumple con los requisitos de elegibilidad individual establecidos por la Ley 975 de 2005, pues aunque manifestó su voluntad de acogerse al proceso de Justicia y Paz, mediante solicitud enviada al Gobierno Nacional, la Fiscalía ha logrado establecer que:

· La información aportada por el postulado fue muy corta, aún así la Fiscalía realizó las respectivas diligencias de investigación encontrándose confirmado lo confesado por el postulado.
· Existe una condena proferida el 27 de junio de 2007 por el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Florencia, (Caquetá), proceso radicado bajo el número 2006-0059, en la que se le condenó a la pena de 400 meses de prisión por los delitos de secuestro extorsivo, secuestro extorsivo agravado, hurto calificado y porte ilegal de armas, por hechos ocurridos el 17 de octubre de 2005 en la finca “Arbolitos”, Vereda Media Argelia, en San Vicente del Caguán (Caquetá). 
Por lo expuesto, considera la señora Fiscal, que el postulado no cumple con los requisitos de elegibilidad contemplados en el artículo 11 de la Ley 975 de 2005, en especial el contemplado en el numeral 3, puesto que no se ha desmovilizado ni dejado las armas; se encuentra además incurso en las causales de terminación del proceso de Justicia y Paz y exclusión de la lista de postulados contemplado en el artículo 5 numerales 2, 3 y 5 de la Ley 1592 de 2012, y es evidente que el único objetivo que perseguía el señor IVÁN DARÍO CAÑAS CHÁVEZ al acogerse al proceso de Justicia y Paz, era el de obtener el beneficio de la pena alternativa.

Razones que en su sentir, son suficientes para que la Sala excluya del proceso de Justicia y Paz al postulado IVÁN DARÍO CAÑAS CHÁVEZ.

EL PROCURADOR DELEGADO:
El doctor Rafael Francisco Uribe Escobar, Representante del Ministerio Público, considera que los argumentos presentados por la Fiscalía se encuentran  ajustados a derecho, razón por la que coadyuva la petición de exclusión del señor   IVÁN DARÍO CAÑAS CHÁVEZ del proceso de Justicia y Paz. 

LA REPRESENTANTE DE LAS VÍCTIMAS: 
La doctora María Teresa Bernal, manifestó que ante la demostración por parte de la Fiscalía del incumplimiento del compromiso adquirido por el postulado al momento de la desmovilización para con el proceso de Justicia y Paz, como representante de las víctimas no podría oponerse a la exclusión del señor IVÁN DARÍO CAÑAS CHÁVEZ, además porque las víctimas no se verán afectadas, pues la Fiscalía ha realizado la labores necesarias para establecer la verdad en los hechos que fueron confesados por el postulado. 
EL POSTULADO: 

El señor IVÁN DARÍO CAÑAS CHÁVEZ, no se hizo presente en la audiencia de exclusión,  y de acuerdo con la información suministrada por la oficina Jurídica de la Cárcel de Chiquinquirá (Boyacá), el postulado, una vez recibió la notificación de la diligencia, envió manuscrito en el que indica lo siguiente: 

“…muy respetuosamente acudo a usted con el fin de pedirles el favor y me colaboren que no me incluyan en la carpeta en la lista de remisiones porque no voy a remisión mañana…”  
EL DEFENSOR DEL POSTULADO: 

El doctor Carlos Alfonso Navarrete Barreto, no presentó ninguna objeción a la exclusión de IVÁN DARÍO CAÑAS CHÁVEZ, pues de la exposición realizada por la Fiscalía, es claro que el postulado incumplió con los compromisos adquiridos dentro del proceso de Justicia y Paz, y anota que el señor CAÑAS CHÁVEZ no asiste a la presente audiencia de exclusión, según la comunicación enviada por la oficina jurídica de la Cárcel de Chiquinquirá, porque él voluntariamente así lo quiso.

Se encuentran entonces, dice, configuradas y probadas las causales de terminación del proceso Justicia y Paz y de exclusión de lista de postulados contempladas en el artículo 5 numerales 2, 3 y 5 de la Ley 1592 de 2012, y a la defensa no le queda más que acogerse a lo solicitado por la Fiscalía, sin oposición alguna.
CONSIDERACIONES  DE LA SALA
1. Es competente la Sala para conocer del presente asunto, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 19 parágrafo 1, 21 y 24 inciso 2º de la Ley 975 de 2005 y 1 del decreto 2898 de 2006, atendiendo además la posición jurisprudencial de la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia
.  


La petición de la Fiscal 23 Delegada ante la Unidad de Justicia y Paz, está dirigida a que la Sala excluya del procedimiento y de los beneficios establecidos en la Ley 975 de 2005 al postulado IVÁN DARÍO CAÑAS CHÁVEZ, pues de lo manifestado durante la diligencia de versión libre, se advierte su falsa desmovilización y pesa en su contra una sentencia condenatoria proferida por hechos cometidos después de su desmovilización, incumpliendo con ello los requisitos de elegibilidad. 

La Ley 975 de 2005, tiene por objeto facilitar los procesos de paz y la reconciliación individual o colectiva a la vida civil de miembros de grupos armados organizados al margen de la ley, garantizando los derechos de las víctimas a la verdad, justicia y reparación
. 

El procedimiento establecido en la Ley 975 de 2005, está integrado por dos etapas, una administrativa y otra judicial. Dentro de la etapa administrativa el Gobierno Nacional desarrolla todas las actividades necesarias para la elaboración de la lista de los posibles destinatarios de los beneficios contenidos en la Ley de Justicia y Paz. 

La segunda fase, esto es, la judicial, integrada a su vez por dos etapas, una pre procesal -constituida por un ciclo preliminar y otro investigativo-, a cargo de la Fiscalía General de la Nación y otra procesal de competencia de las Salas de Justicia y Paz. 


Dentro de la etapa previa, y una vez se reciba la lista de postulados remitida por el Gobierno Nacional y antes de escuchar en versión libre al postulado, le corresponde al Fiscal Delegado ante la Unidad de Justicia y Paz, adelantar las actividades investigativas necesarias para establecer la verdad material, determinar los autores intelectuales, materiales y partícipes, esclarecer las conductas punibles cometidas, identificar los bienes, fuentes de financiación y armamento de los respectivos grupos armados al margen de la ley, realizar los cruces de información y las demás diligencias encaminadas a cumplir lo dispuesto por los artículos 15 y 16 de la Ley 975 de 2005
. 


Cumplida esta etapa, se continúa con la versión libre, al inicio de la cual el Fiscal Delegado interrogará al postulado por su voluntad expresa de acogerse al procedimiento y beneficios de esta ley, requiriéndose tal manifestación para que la versión libre pueda ser recibida y se surtan las demás etapas del proceso judicial
. 


Dicha manifestación, constituye un requisito de procedibilidad y “de no converger estos requisitos, o el imputado no aceptar los cargos o haberse retractado de los admitidos en la versión libre, no habrá lugar al beneficio de la pena alternativa…”
, y el Fiscal Delegado deberá remitir la actuación a la justicia ordinaria, para que allí, se investiguen las conductas que podrían ser constitutivas de infracción a la Ley Penal, tal como lo consagran los artículos 19, parágrafo 1 y 21 de la Ley 975 de 2005.

No ocurre lo mismo, cuando es el Fiscal u otro sujeto procesal el que considera que ante la ausencia de cualquiera de los requisitos exigidos por la Ley 975 de 2005, el postulado debe ser excluido del procedimiento, pues en tal eventualidad corresponde a la Sala de Justicia y Paz adoptar la decisión tal como lo advirtió la Corte Suprema de Justicia: 

“Lo que si ocurre, cuando sea el fiscal u otra parte interesada quienes estimen ausente cualquiera de los requisitos para que el postulado sea beneficiado con la pena alternativa, porque de prosperar la decisión de exclusión lo privaría de gozar del derecho de esa clase de sanción, por consiguiente, la competente para decidir es la Sala de Justicia y Paz del Tribunal del Distrito Judicial correspondiente en cualquier etapa procesal, debiendo adoptar la misma decisión si comprueba oficiosamente, la ausencia de cualquiera de dichos requisitos”
.

Significa lo anterior, que es competente esta Sala para conocer del presente asunto, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 19 parágrafo 1, y 24 inciso 2º de la Ley 975 de 2005 y 1 del Decreto 2898 de 2006, atendiendo además la posición jurisprudencial de la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia
.  

De la Solicitud de Exclusión: 

IVÁN DARÍO CAÑAS CHÁVEZ, alias “Cristian Camilo”, ingresó al grupo Columna Móvil “Héroes de Marquetalia” de la FARC, el 4 de agosto de 2001,  se desmovilizó individualmente el 25 de septiembre de 2003, y el 1º de octubre de 2003 obtuvo certificación CODA, lo que le permitió su ingreso como desmovilizado al proceso de reincorporación y otorgamiento en su favor de los beneficios jurídicos y socio-económicos consagrados en la Ley 418 de 1997, prorrogada y modificada por la Ley 548 de 1999 y la Ley 782 de 2002 y su Decreto Reglamentario 128 de 2003. 
El 19 de octubre de 2005, fue capturado por tropas del Batallón Cazadores en el municipio de San Vicente del Caguán (Caquetá) y puesto a disposición del Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Florencia (Caquetá). 

Estando privado de la libertad, CAÑAS CHÁVEZ, solicitó al Gobierno Nacional su postulación al proceso de Justicia y Paz, y mediante oficio OFI10-36521-JT-0330 fechado el 7 de octubre de 2010, su nombre fue incluido en la lista de postulados y su actuación remitida a la Unidad de Justicia y Paz de la Fiscalía General de la Nación. 

Culminada la fase administrativa a cargo del Gobierno Nacional, se dio inicio a la etapa judicial, y la Fiscal Delegada escuchó en diligencia de versión libre al postulado IVÁN DARÍO CAÑAS CHÁVEZ, durante varias sesiones, en las que indicó su ingresó al grupo, su participación en varios hechos criminales y confesó su falsa desmovilización, al respecto manifestó:

“…cuando yo llegué acá con mi hermano con CAMILO habían muchos operativos y nosotros queríamos saber de dónde venían los operativos que pasaban, entonces nos enviaron aquí a mí a Camilo y a alías “Chaplín” entonces estaba muy caliente la zona habían muchos desmovilizados que nos conocían…
(…) 

...y entonces decidimos que necesitábamos un certificado del CODA para tener acceso al SENA y a los albergues y saber dónde estaban los desmovilizados, entonces nos conseguimos un contacto por ahí que nos ayudara a desmovilizarnos (…) nos desmovilizamos, pero nosotros no le dijimos que estábamos todavía en la guerrilla si no que queríamos desmovilizarnos (…) y nos desmovilizamos y ya y nos llevaron para haya para un albergue, entonces mi hermano comunicó que estábamos bien que habíamos chiviado unos papeles, nunca le dijimos a la guerrilla que nosotros habíamos chiviado unos certificados para tener acceso a albergues y todo eso…
(…)

Entonces seguimos trabajando como mi hermano, me metí al SENA, me metí a la Universidad Minuto de Dios a validar el bachillerato y le cogimos el nombre a todos los desmovilizados que habían por acá quiénes estaban juiciosos, quiénes estaban haciendo operativos, inclusive en el CTI nos dimos cuenta de lo que ellos decían…

FISCALÍA: pero esta información era para dársela usted a la guerrilla?

CAÑAS CHÁVEZ: era para la guerrilla. 
FISCALÍA: y se la dio?

CAÑAS CHÁVEZ: si claro 

FISCALÍA: a quién?

CAÑAS CHÁVEZ: yo se la daba directamente al camarada Corinto…

(…) 

FISCALÍA: bueno, pero igual esta certificación que usted tiene del CODA y esto no es una burla para el proceso de Justicia y paz?, usted tiene que ser consciente de eso que usted ha ingresado a Justicia y Paz pero en el momento que usted firma esto su intención no era propiamente contribuir con la paz porque de hecho seguía llevando información?

CAÑAS CHÁVEZ: Sí doctora (…) no nunca me desmovilice, yo me desmovilice fue la mente nunca la desmovilice (sic). 

Lo primero que debe advertir la Sala es que al momento de la desmovilización del señor IVÁN DARÍO CAÑAS CHÁVEZ, el 25 de septiembre de 2003, lo hizo dentro del marco de la Ley 782 de 2002, que modificó la Ley 418 de 1997, prorrogada y modificada por la Ley 548 de 1999. 

En el marco de la citada Ley, quien busque reincorporarse a la vida civil o acogerse al programa de reinserción ofrecido por el Gobierno Nacional o ser beneficiario de indulto, puede acogerse siempre y cuando las conductas realizadas durante su militancia en el grupo organizado al margen de la Ley no fueran constitutivas de actos atroces de ferocidad o barbarie, terrorismo, secuestro, genocidio, homicidio cometido fuera de combate o colocando a la víctima en estado de indefensión. 
La Ley 975 de 2005, tiene como objetivo “facilitar los procesos de paz y la reincorporación individual o colectiva a la vida civil de miembros de grupos armados al margen de la Ley, garantizando los derechos de las víctimas a la verdad, la justicia y la reparación”
. 

La Ley 782 de 2002, persigue unos objetivos diferentes a los plasmados en la Ley 975 de 2005, aunque ambas disposiciones pretenden como objetivo último el tránsito efectivo hacia la paz. Así lo reconoció la Corte Constitucional cuando se refirió a las dos leyes mencionadas, como modelos propios de una justicia transicional: “una tensión entre el objetivo social de lograr tránsito efectivo hacia la paz o la democracia, y los derechos de las víctimas a que violaciones de derechos sean investigadas, enjuiciadas y castigadas por el Estado, y a que se logre una efectiva reparación
”
En el presente caso, tenemos que en un acto de desmovilización individual, en el marco de la Ley 782 de 2002, IVÁN DARÍO CAÑAS CHÁVEZ obtuvo una certificación CODA que lo acreditaba como desmovilizado del grupo armado ilegal FARC y posteriormente en el mes de noviembre de 2010, logró ser postulado al proceso de Justicia y Paz, reglamentado por la Ley 975 de 2005. 

Se tiene entonces, que desde lo formal, CAÑAS CHÁVEZ cumplió con el requisito establecido frente al trámite administrativo. 
Pero ello, no es suficiente para hacerse acreedor a los beneficios consagrados en la Ley 975 de 2005, porque, además, debe cumplir con unos requisitos especiales, en este caso los consagrados en el artículo 11, para la desmovilización individual, entre ellos: 

“11.3 Que se haya desmovilizado y dejado las armas en los términos establecidos por el Gobierno Nacional para tal efecto. 

11.4 Que cese toda actividad ilícita.”  

De lo confesado por el postulado en la diligencia de versión libre, es claro para la Sala que IVÁN DARÍO CAÑAS CHÁVEZ, no ha tenido una actitud positiva frente a su proceso de desmovilización, él mismo ha aceptado que este procedimiento fue una farsa, que se burló de las autoridades con el fin de conseguir una certificación CODA que le permitiera estar acreditado como desmovilizado de las FARC. 

De su relató se evidencia que los trámites adelantados ante el Gobierno Nacional fueron el medio utilizado para conseguir un fin, la misión que le había sido encomendada por el grupo guerrillero, esto es, hacer inteligencia dentro del grupo de desmovilizados, con el único objetivo de enterarse de la información que estaban brindando a la Fiscalía sobre el actuar del grupo armado ilegal; inclusive recibió una suma de dinero como compensación al trabajo encomendado. 
Es claro que con la supuesta desmovilización de IVÁN DARÍO CAÑAS CHÁVEZ, su objetivo no era obtener los beneficios de la Ley 782 de 2002, y con la solicitud elevada al Gobierno Nacional en octubre de 2005 tampoco pretendió acogerse al proceso de Justicia y Paz, reglado por la Ley 975 de 2005, pues en realidad nunca se desmovilizó materialmente de la organización armada, tal como lo afirmó en diligencia de versión libre del 5 de septiembre de 2011; continúo vinculado con la guerrilla, no brindó información para el desmantelamiento del grupo al que pertenecía, no abandonó su accionar criminal y en esos términos se puede proclamar que no contribuyó con el proceso de paz, lo que a todas luces es suficiente para declarar que no ha cumplido con los requisitos de elegibilidad y que no está interesado en hacerlo.

Obsérvese que una de las condiciones necesarias para tomar parte del proceso de justicia y paz, es que se trate de desmovilizados individuales o colectivos de grupos armados ilegales, de modo que si el señor CAÑAS CHÁVEZ no reúne esta condición, por consecuencia no puede ser postulado y no tiene derecho a los beneficios del proceso transicional.    
En los anteriores términos, la Sala no encuentra relevante emitir pronunciamiento en relación con la sentencia proferida el 27 junio de 2007, por el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Florencia (Caquetá), pues los hechos que la fundaron ocurrieron no posteriores a la desmovilización, que no la hubo, sino en medio de la militancia en el grupo armado ilegal 
En orden de ideas, la Sala acogerá los argumentos presentados por la Fiscalía y avalados por todos los sujetos procesales que intervinieron en la audiencia, y ordenará la exclusión del proceso de Justicia y Paz, normado en la Ley 975 de 2005 de IVÁN DARÍO CAÑAS CHÁVEZ alías “Cristian Camilo”, quien fue postulado por el Gobierno Nacional. El señor CAÑAS CHÁVEZ continuará a disposición del Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado  de Florencia (Caquetá).
De los derechos de las víctimas 

Ante la inminente exclusión del postulado IVÁN DARÍO CAÑAS CHÁVEZ, la Sala quiere llamar la atención sobre la situación de las víctimas, dejando claro que con esta decisión no se verán afectados en sus derechos a la verdad, a la justicia y a la reparación, porque como ha razonado la Corte Suprema de Justicia: “la expulsión del candidato a ser beneficiado con la pena alternativa se puede producir por el incumplimiento de los requisitos de elegibilidad y por las obligaciones legales o judiciales; siendo uno de los efectos de tal decisión que una vez el desmovilizado sea expulsado del proceso previsto en la Ley 975 de 2005, se deje a disposición de los despachos judiciales que lo requieran;  en donde no tendrá ningún valor la eventual confesión realizada por el justiciable en el expediente transicional pero no obstante, la información suministrada en la versión libre podrá ser considerada en la reconstrucción de la verdad histórica de lo sucedido con el accionar paramilitar.”

Es decir, no obstante que CAÑAS CHÁVEZ no siga su ritual procesal en el marco de Justicia y Paz, sus conductas al margen de la ley serán investigadas, juzgadas y condenadas (si a ello hubiere lugar) en la justicia ordinaria, y allí podrían tener las víctimas una opción de intervención en procura de satisfacer sus derechos a la verdad, a la justicia y a la reparación. 
Contra la presente decisión procede el recurso de reposición y apelación.

En mérito de lo expuesto la Sala de Justicia y Paz del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, 

RESUELVE

PRIMERO: EXCLUIR al señor IVÁN DARÍO CAÑAS CHÁVEZ, identificado con la cédula de ciudadanía número 80.881.491 de Bogotá, alías “Cristian Camilo”, de los beneficios previstos en la Ley 975 de 2005, por las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión. 
SEGUNDO: El señor IVÁN DARÍO CAÑAS CHÁVEZ, identificado con la cédula de ciudadanía número 80.881.491 de Bogotá, alías “Cristian Camilo”, continuará a disposición del Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado  de Florencia (Caquetá), despacho al cual se le remitirá copia de esta decisión. 
TERCERO: La Fiscal 23 Delegada ante la Unidad de Justicia y Paz, compulsará copias ante la jurisdicción ordinaria, para se investiguen y juzguen los hechos confesados en la diligencia de versión libre.  

CUARTO: Por la Secretaría de la Sala, envíese copia de esta decisión a la Unidad de Fiscalías Delegada ante la Sala de Justicia y Paz, y al Instituto Nacional Penitenciario INPEC, para los fines pertinentes.  

QUINTO: Contra esta decisión proceden los recursos de reposición y apelación.

SEXTO: Ejecutoriada esta decisión, archívese la presente actuación.

Notifíquese y Cúmplase

EDUARDO CASTELLANOS ROSO

LESTER MARÍA GONZÁLEZ ROMERO


ULDI TERESA JIMÉNEZ LÓPEZ

JORGE CRUZ ROJAS

Secretario
� Auto del 27 de agosto de 2007. Radicado No.27873. M.P. Dr. Julio Enrique Socha Salamanca. 





� Artículo 1º Decreto 3391 de 2006


� Decisión de la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, rad. 27873 del 27 de agosto de 2007, M.P. Dr. Julio Enrique Socha Salamanca. 


� Artículo 1º Decreto 2898 de 2006. 


� C.S.J., ibídem. 


� C.S.J., Auto del 27 de agosto del 2007. Rad. 27873. M.P. Julio Enrique Socha Salamanca


� Ibídem. 


� Artículo 1 Ley 975 de 2005. 


� Corte Constitucional, Sentencia C-370 del 18 de mayo de 2006, Magistrados Ponentes, Manuel José Cepeda Espinosa, Jaime Córdoba Triviño, Rodrigo Escobar Gil, Marco Gerardo Monroy Cabra, Álvaro Tafur Galvis y Clara Inés Vargas Hernández.


� Ibídem.
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